
Cualquiera persona podrá consultar los archivos notariales, con el permiso y bajo la vigilancia del
Notario o de personas autorizadas por éste.

Decreto 1069 de 2015.

“Artículo 2.2.6.1.4.1.1. Consulta de los archivos. Toda persona podrá consultar los archivos
notariales, con el permiso y bajo la vigilancia del notario o del subalterno autorizado por éste.
Para tal fin son hábiles todos los días, en las horas que determine el notario.”

“Artículo 2.2.6.1.4.1.2. Suspensión de la consulta de archivos. La consulta de los archivos de la
notaría podrá suspenderse para un determinado grupo de documentos por lapsos no superiores
a treinta días con el fin de encuadernarlos con miras a la mayor seguridad e integridad del
protocolo. El notario llevará una relación de los números con las escrituras enviadas a empaste
y de la fecha de iniciación y terminación del trabajo.”

Decreto 2148 de 1983.

“Artículo 53. Toda persona podrá consultar los archivos notariales, con el permiso y bajo la
vigilancia del notario o del subalterno autorizado por éste. Para tal fin son hábiles todos los
días, en las horas que determine el notario.”

“Artículo 54. La consulta de los archivos de la notaría podrá suspenderse para un determinado
grupo de documentos por lapsos no superiores a treinta días con el fin de encuadernarlos con
miras a la mayor seguridad e integridad del protocolo. El notario llevará una relación de los
números con las escrituras enviadas a empaste y de la fecha de iniciación y terminación del
trabajo.” 

Decreto 522 de 1971.

ARTÍCULO 114. CONSULTA
DE LOS ARCHIVOS.
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“Artículo 46. El que sin facultad legal averigüe hechos de la vida íntima o privada de otra
persona, incurrirá, en multa de cincuenta a cinco mil pesos. Si la conducta se realiza por medio
de grabación fotografía o cualquier otro mecanismo subrepticio, la multa se aumentará hasta
en la mitad.”

 

Sentencia T- 656 de 2011. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

“En lo concerniente al archivo público, el deber del Estado en garantizar bajo diez principios
fundamentales de archivística, la responsabilidad de los servidores públicos en la organización,
conservación, uso y manejo de documentos, para servir a la comunidad como soporte
documentario y así poder garantizar la efectividad de otros principios tales como el derecho a
la información o el debido proceso administrativo, que directa o indirectamente están ligados al
servicio de archivo.

De manera tal que se logre facilitar la participación de la comunidad y el control de los
ciudadanos en las decisiones que los afecten. Igualmente se señalan varias características de
los documentos que conforman los archivos dentro de las cuales se destacan las siguientes:
(i).  Son imprescindibles para la toma de decisiones basadas en antecedentes. (ii). Constituyen
una herramienta indispensable para la gestión administrativa, económica, política y cultural del
Estado y la administración de justicia. (iii). Son elementos fundamentales de la racionalidad de
la administración pública. (iv). Se desarrollan como agentes dinamizadores de la acción estatal.
(v).  Cumplen una función probatoria, garantizadora y perpetuadora.

Dentro de la normatividad referente a la archivística, se deja clara la responsabilidad que
tienen los servidores públicos en cuanto a la guarda conservación y custodia de los
documentos. Tanto así que se exigen unos procedimientos especiales para el trato de los
documentos, que garanticen la integridad, autenticidad, veracidad y fidelidad de la información
que se contiene. De acuerdo a lo anterior se colige, en primera medida, que por regla general
todo ciudadano tiene derecho a acceder a cualquier información pública, contenida en
documentos a cargo de la administración, siempre y cuando no esté protegida por reserva
legal; y en segundo lugar, todo funcionario público a cuyo cargo esté la custodia y cuidado de
los documentos de la administración, deberá garantizar a los administrados su efectivo
acceso.”

Sentencia T-473 de 1992. Magistrado Ponente: Ciro Angarita Barón.

“Por todo lo anterior, el ejercicio del derecho al acceso a documentos públicos debe, pues,
ceñirse a los postulados de la Constitución y la ley tal como lo dispone expresamente el artículo
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74. Vale decir: solo la Carta Fundamental y la ley pueden establecer límites al ejercicio de este
derecho que, por supuesto, incluye la consulta de los documentos in-situ y no sólo, como
pudiera pensarse, la solicitud de copias de estos.

Es digno de señalar también que el derecho de acceso se garantiza en la medida en que de él
se haga un uso responsable y razonable. De consiguiente, sus hondas conexiones tanto con el
derecho a la información como con el derecho de petición, exigen que el documento se use
respetando fielmente su contenido y el contexto en el cual él se produjo y sin propósito de
crear confusión o desorientación.

De otra parte, el titular del derecho debe ejercerlo en forma que evite todo abuso en cuanto
respecta tanto a su frecuencia como a la cantidad, contenido y forma de los documentos
solicitados, de modo que el ejercicio de su facultad sea compatible con las actividades propias
de quien está llamado a permitir el acceso al documento o de sus demás conciudadanos. La
petición debe ser, desde todo punto de vista, razonable.

En las labores preparatorias de la Asamblea Nacional Constituyente se manifestó claramente la
idea de que la información pertenece al público pero que no todo lo es técnicamente
informable es ética y jurídicamente informable. Se pone así de presente la responsabilidad de
los medios en la producción de sus mensajes, en la prevención de la anarquía y en la práctica
de la tolerancia. Todo lo cual supone un permanente sentido de responsabilidad y objetividad
en la presentación de la información.

Ahora bien, si es cierto que el derecho a acceder a los documentos públicos consagrado en el
artículo 74, puede considerarse en buena medida como una modalidad del derecho
fundamental de petición y como instrumento necesario para el ejercicio del derecho a la
información y, por lo tanto, comparte con éstos su núcleo axiológico esencial, no lo es menos
que tiene también un contenido y alcance particulares que le otorgan especificidad y
autonomía dentro del conjunto de los derechos fundamentales.”
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